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			Presentación


			A veces, más importante que las respuestas son las preguntas. Esos interrogantes que ayudan a construir una agenda para alimentar y dar forma a la conversación. 


			En la Argentina de las últimas dos décadas el debate sobre las políticas públicas y el desarrollo económico en el ámbito de las comunicaciones falló en ese punto: las preguntas, que habían sido planteadas en tiempos de la Guerra Fría y del mundo analógico, no se ajustaron a la nueva realidad digital, y dieron como resultado respuestas insuficientes o erróneas. 


			Ese diagnóstico fallido no fue inocuo, sino que terminó legitimando discusiones y decisiones que el tiempo demostró inapropiadas. Las leyes de comunicación audiovisual de 2009, su debate previo y su judicialización posterior, y la ley Argentina Digital de 2014, nunca reglamentada, fueron dos ejemplos notorios sobre esa situación.


			Asumiendo esa historia reciente, y con ánimo de estimular el planteo de nuevas preguntas y la tematización de otras realidades, surge el Centro de Estudios sobre la Convergencia de las Comunicaciones (ConverCom).


			ConverCom es una comunidad de pensamiento académica y profesional integrada por especialistas y generalistas, investigadores de la comunicación, el derecho, la economía, la ingeniería, la cultura y el entretenimiento. Quiere ser un espacio comprometido con la construcción de una sociedad plural, democrática y desarrollada que asegure la igualdad de oportunidades en el acceso a las nuevas tecnologías de la información y las comunicaciones.


			ConverCom es un think tank dedicado al estudio, el análisis y la difusión de casos de éxito, experiencias e informaciones con el fin de incidir en el debate público para mejorar el entorno digital de la Argentina, su marco regulatorio y su clima de negocios. Busca insertarse en este ámbito con una perspectiva propia pero construyendo puentes hacia todos los espacios académicos, estatales y empresariales.


			El centro de estudios se sostiene con sponsors privados y públicos y sus recursos se destinan principalmente a promover la producción de artículos e investigaciones, y a la organización de actividades de intercambio y discusión de ideas. 


			En ese contexto, ConverCom hace su primer aporte con este trabajo de divulgación de Roberto H. Iglesias, periodista, analista de la comunicación e investigador principal del think tank, que también inaugura la colección Cuadernos ConverCom. 


			Iglesias describe el estado de situación de la convergencia de mercados y servicios en América —de Estados Unidos a la Argentina, incluyendo Brasil, México, Perú y Chile, y trazando paralelismos sorprendentes con algunos casos europeos como los países escandinavos e Italia— partiendo desde la definición misma de este fenómeno, que tiene múltiples enfoques. 


			No hay desarrollo digital sin infraestructura de conectividad, y ésta no existe si no hay inversión pública y privada a gran escala. Y sin la regulación adecuada nadie asume semejantes riesgos. 


			En el centro de estas cuestiones, además, tiene que estar el usuario, gran ausente del intenso pero inconducente debate de esos años. Y los usuarios de las comunicaciones, productores y consumidores de información, no piden mucho: sólo requieren conectividad de calidad a precios competitivos. Nada más, ni nada menos.


			Para llegar a ese punto hay que plantear adecuadamente la conversación, empezando por definir una agenda adecuada, sin complejos ni preconceptos. Ese es el objetivo mayor de ConverCom. Y con este cuaderno empezamos a romper el silencio.


			José Crettaz


			Coordinador general de ConverCom


		




		

			Prólogo


			El camino a la convergencia comunicacional está lleno de buenas intenciones, pero a veces es un misterio insondable, como la Santísima Trinidad, que en este caso encarna en un muy terrenal triple-play: radiodifusión-telecomunicaciones-Internet por una misma vía. A veces, si se agrega el servicio móvil, puede transmutarse en un cuádruple-play.


			En general, se la entiende como un mercado unificado de flujos digitales suministrados por operadores que prestan la totalidad o varios de los servicios de comunicaciones y actúan en un marco competitivo, abierto y plural. Esos flujos abarcan la radio, la televisión, la telefonía fija y móvil, Internet, los datos y numerosas manifestaciones asociadas. Entre muchos otros nombres, este campo puede llamarse de comunicaciones convergentes o sector infocomunicacional.


			Si bien la convergencia se anuncia desde hace lustros, se ha concretado plenamente en pocos lugares. Es que avanza en formas desparejas, mientras hay situaciones fácticas o regulaciones que a veces la acompañan y otras que la obstaculizan.


			Cuando la convergencia viene marchando, siempre algún operador o sector advierte que no es el momento, que hay que esperar, que todavía tiene que prepararse, que por ahora no tiene otra alternativa que quedarse en su “quintita” (a veces equivalente a ciudades o provincias enteras).


			Otros actores quieren hacer converger (y competir) a los demás, mientras ellos se excluyen: son chicos, son “nacionales”, estaban primero, tienen objetivos altruistas o son estratégicos… No faltan los analistas que vislumbran catástrofes apocalípticas de concentración, y que pueden tener razón cuando una regulación convergente fallida o interferencias políticas habilitan recomposiciones anticompetitivas. Pero otras veces colocan problemas y situaciones distintas en una misma bolsa y no se percatan que hay más de una manera de confeccionar “mapas de medios”.


			Y todavía nadie está preparado para borrar de un plumazo la diferencia entre la comunicación audiovisual, las telecomunicaciones e Internet, cosa que el gobierno argentino actual concretó ¿inadvertidamente? hace un año y medio para después rectificarse.


			El presente artículo repasa el desarrollo del concepto, sus implicancias en el sistema infocomunicacional y cómo se ha plasmado en lugares como los Estados Unidos o los países nórdicos europeos. Tras un vistazo general de algunos casos latinoamericanos, se ofrece un análisis a fondo sobre el sector de comunicaciones en las tres principales naciones de la región: Brasil, México y Argentina y del grado de avance de la convergencia en cada una de ellas.


			Roberto H. Iglesias


			Sobre el significado de algunos términos, ver el Glosario.


		




		

			I.- Tecnologías de libertad


			Ithiel de Sola Pool, un cientista político estadounidense que se ocupó de temas de comunicación desde el Massachusetts Institute of Technology (MIT), fue no solamente quien acuñó el término convergencia sino quien también vislumbró antes que nadie el concepto.


			En su libro Technologies of Freedom (1983) dijo hace un tercio de siglo con una notable impronta visionaria: “Un proceso llamado convergencia de modos está difuminando las líneas entre (…) el correo, el teléfono y el telégrafo, y la comunicación masiva, como la prensa, la radio y la televisión”. 


			Agregaba: “Un medio físico unificado (cables u ondas radioeléctricas) puede conducir servicios que en el pasado eran característicos de una modalidad (radiodifusión, prensa o telefonía) para ser ahora suministrado en diferentes modos físicos. De esta manera la relación que solía existir entre un medio y su uso está desapareciendo”.


			Es decir, emisiones de radio, de TV, “correos”, películas de cine, música, dispositivos móviles, computadoras y comunicaciones interactivas de texto, voz e imágenes se fundirían en un gigantesco sistema integrado a nivel global para acceso del público. ¿Suena familiar?


			Lamentablemente, De Sola Pool falleció en 1984 —el año orwelliano que no fue tal—meses después de escribir su libro. Por lo tanto, no llegó a ver la creciente materialización de esa visión de la convergencia comunicacional.


			La radiodifusión, la comunicación escrita, las telecomunicaciones y la computación eran actividades que corrían por andariveles separados. Tenían, además, regímenes regulatorios separados, públicos separados, empresas que las desarrollaban muchas veces en forma separada y desde ya lógicas económicas separadas.


			El lenguaje binario de unos y ceros (digital) originalmente usado por las computadoras se fue extendiendo gradualmente a todas las plataformas de procesamiento y transmisión de información. La digitalización terminaba por unir todos los campos.


			Otro tecnofilósofo, también relacionado con el MIT y fundador de sus Media Labs, Nicholas Negroponte, tomó nota de este fenómeno en su libro Being Digital (1995). Si el almacenamiento y transmisión alámbrica o inalámbrica de cualquier tipo de contenidos podía hacerse en bits (elementos digitales), las distinciones “analógicas” entre voz, imágenes fijas, video o datos eran irrelevantes. Esto se aplicaba no sólo a las telecomunicaciones, el broadcasting y la informática: también a diarios y revistas y, por supuesto, al mismo libro de papel que Negroponte había escrito.


			Convergencia: ¿buena o mala? ¿Esta convergencia es buena o mala? Es inevitable, como era inevitable que tras inventarse la imprenta se llegaría alguna vez al periodismo diario. Inevitable como que luego de la máquina a vapor se inventara el ferrocarril. E inevitable como que una vez creado el triodo (la válvula predecesora de los semiconductores sólidos) se terminara en los chips.


			Pero ese tipo de inevitabilidad no presupone un determinismo tecnológico total, ni político ni menos de usos sociales. Marx dijo que “el molino de agua da la sociedad feudal; la máquina a vapor, la sociedad capitalista”. Sin embargo, la radio a transistores de los 50 dio lugar a la difusión del rock and roll en los países occidentales pero también a los receptores de sintonía fija (sin dial) usados en Corea del Norte para limitar la escucha a la emisora central de Pyongyang, una de las más crudas manifestaciones de totalitarismo comunicacional.


			En el siglo XIX, cuando Edison y los Lumiére inventaron —respectivamente— equipos para grabar sonidos e imágenes en movimiento, ninguno de ellos entrevió que esos dispositivos, que conceptuaron como juguetes, crearían dos poderosas industrias del arte-espectáculo: la música y el cine.


			Nadie anticipó tampoco que una red militar informática generada en los Estados Unidos como ARPANET (y que luego fue Internet) se propagaría por el mundo, abierta al uso público —entre otros— de adolescentes que acceden a ella con dispositivos móviles fabricados por chinos, coreanos y finlandeses para intercambiarse selfies. Algunos desarrollos de las etapas y usos tecnológicos pueden entreverse con cierta exactitud. Pero otros no.


			Como cualquier proceso histórico, la convergencia está sujeta a ser “moldeada” por usos individuales, sociales y políticas públicas. Frente a un torrente imparable de agua puede no hacerse nada o construirse diques, canales, turbinas o generadores para decidir cómo se los aprovecha de la mejor manera.


			Ventajas, inconvenientes y amenazas. La convergencia —que hoy significa mayormente la traslación masiva de medios diferenciados al inconmensurable océano común de la banda ancha (Internet) fija y móvil, aunque esto puede no ser definitorio— ofrece innumerables ventajas.


			Multiplica los flujos de información y posibilita su circulación y almacenamiento en plataformas dispares que pueden interactuar entre sí. Abarata en extremo los costos. Y consagra a la vez la interactividad que permite que cualquier persona se comunique con otra o con millones para intercambiar textos, voces, imágenes o video en tiempo real o en instancias diferidas.


			Pero la convergencia presenta también sus amenazas e inconvenientes. La superabundancia exasperante de información o la credibilidad dispar de las fuentes que se expresan a través de las redes son sin duda externalidades negativas del increíble desarrollo del sector infocomunicacional.


			Como tales, esas externalidades son inherentes a cualquier tecnología, pero en la era digital y de las redes sociales sus efectos nocivos pueden potenciarse a límites superlativos: la aparición de los conceptos de posverdad o “verdades alternativas” no pueden ser casualidades. Tampoco el reforzamiento tribal o fanático de posiciones de grupos o personas que en lugar de abrirse a la fabulosa interacción comunicacional con millones de emisores-receptores en todo el planeta buscan sólo la confirmación de sus propios prejuicios entre quienes piensan parecido. La reflexión sobre esto podemos dejarla —por ahora— a filósofos, sociólogos y analistas políticos.


			Sin embargo, hay hechos que atañen directamente a la comunicación en sí. Esa abundancia de contenidos y servicios de Internet y redes afines, a bajo costo para sus usuarios, puede canibalizar la operación y —peor aún— el financiamiento de medios y modalidades establecidas (la radio, la TV abierta, el cable como tal y aún el mismo periodismo profesional) sin que vislumbren por ahora claros equivalentes sustitutivos. Una destrucción muy schumpeteriana, pero por el momento no tan creativa.


			En Internet las personas parecen más dispuestas a pagar para entretenerse pero no tanto para informarse o acceder a ciertas formas de la cultura. ¿Cómo puede afectar esto al desarrollo y financiación del periodismo, el arte, la educación o al ejercicio de la propia democracia? No hay aún una respuesta definitiva ni clara ante estos interrogantes.


			Otro punto relacionado con la propia lógica operacional de la comunicación es cómo la recomposición de segmentos, servicios y empresas que trae la convergencia impactan en la competencia y la concentración, así como en el establecimiento de políticas públicas y de un marco regulatorio adecuado.


			Concentración y economías de escala. Hay quienes opinan que la convergencia puede derivar en formas de concentración materializada en grandes estructuras empresariales que no sólo ahogarían la competencia e impondrían precios excesivos sino que —además— tendrían un poderoso control sobre la información.


			Como veremos, se trata un peligro real, pero también relativo si no se distingue concentración perjudicial de necesarias economías de escala, siempre y cuando dichas escalas se den en un marco que consagre una competencia efectiva (que puede ser actual o potencial) y la posibilidad del ingreso de nuevos operadores.


			Es importante diferenciar la concentración de plataformas de la concentración de contenidos. Si sólo operan tres o cuatro empresas de TV paga en la mayoría de las localidades de todo un país, pero en un régimen de fuerte competencia técnica y económica y —por sobre todo— ofrecen cientos de señales de fuentes diferentes y sujetas a algunas normas de equidad, estando además abierta la posibilidad que aparezcan nuevos proveedores de cualquier tecnología, como las OTT, ¿cuál es el problema para la competencia o para el pluralismo que nos auguran los apocalípticos de la concentración?


			Otro escenario: si dos o tres empresas en competencia en un mercado abierto son las únicas proveedoras de Internet en las ciudades principales de una nación y ofrecen precios bajos, servicios eficaces e innovación, ¿dónde está la amenaza a la libertad de expresión? Es justamente la escala de estas compañías la que puede hacer posible un acceso popular amplio a un maravilloso medio de expresión en donde todos pueden expresarse y obtener información.


			En los casos anteriores podrá haber concentración de plataformas (que igual compiten entre sí y con ingresantes potenciales), pero existe desconcentración de contenidos.


			De todas formas, las tendencias que ya se ven en otros países permiten constatar que el número de servicios en cada ciudad entre los que se puede elegir —gracias a mercados abiertos y a diferentes tecnologías— va en ascenso. Cuando se consuma la convergencia es difícil distinguir entre una compañía de cable, una empresa telefónica o un proveedor de Internet: todos estarán brindando los mismos servicios en competencia.


			La “minifundización” y fragmentación exagerada o forzosa de ciertos segmentos infocomunicacionales en multitud de operadores pequeños, débiles y desfinanciados es un peligro también real, con efectos negativos sobre la eficiencia, precios y acceso a contenidos y servicios. Puede generar un subdesarrollo y oscurantismo comunicacional tan negativo como las peores concentraciones de medios o redes.


			Los segmentos de la comunicación tienden a concentrarse cuando maduran, es decir, cuando alcanzan la saturación y ya no pueden expandirse más. El hecho de que queden dos o tres empresas en un rubro maduro no quiere decir necesariamente que no compitan con intensidad. Es cierto que a veces hay repartos de mercado o la competencia no es suficiente para suministrar suficiente variedad de formatos o voces.


			Más allá de normas antimonopólicas que pueden y deben aplicarse, existe también un factor relacionado con la misma evolución tecnológica. Particularmente en las comunicaciones, cuando un segmento madura generalmente surge una innovación que provoca una intensa concurrencia de numerosos ingresantes en un nuevo segmento (y que implica una competencia para el segmento anterior, a veces complementaria —como la TV con respecto a la radio y luego viceversa— o a veces destructora —como el cine sonoro en relación al mudo—). El nuevo segmento también finalmente madura o se reconfigura subsumiéndose en otro (el cable y la TV satelital hoy son parte de un mismo segmento: la TV paga).


			De esta manera y si existe un marco adecuado, la convergencia se desarrolla como un proceso continuo en el cual medios, empresas y segmentos se reconfiguran permanentemente, como un caleidoscopio en el cual las piezas se concentran y desconcentran alternativamente a medida que se van moviendo.


			Si algo han demostrado 170 años de historia del sector infocomunicacional es que nunca dejan de aparecer nuevos medios o tecnologías. Y que estas últimas comienzan caras y se abaratan gradualmente a extremos impensados, llegando finalmente a todo el mundo (geográfico y social).


			La trayectoria, costos decrecientes y penetración del receptor de radio y los teléfonos móviles —los dos dispositivos tecnológicos más exitosos de la historia de la humanidad— eximen de todo comentario. Además, un smartphone de 2017 tiene más información y capacidad de procesamiento de datos que la que tenía la NASA en 1969. Esa progresión tan espectacular no se ha dado, ni siquiera en los países más avanzados, en otros rubros, como el transporte o la vivienda.


			Es cierto que la disparidad en el acceso a cierta información o a expresiones cultural-educativas que circulen por las redes puede colocar a grupos o personas en posiciones de ventaja extraordinaria con respecto de otras que carezcan de ese acceso. Cuanto más demoren en resolverse esas disparidades de acceso, más tiempo tardará en darse un mínimo de igualdad de oportunidades que llegue también a los grupos o personas en desventaja.


			En consecuencia, es lógico preguntarse qué debe hacerse para que las innovaciones tecnológicas y comunicacionales y el acceso a las redes se abarate y difunda lo más rápido posible; también para que exista la mayor pluralidad y variedad de contenidos, en ambos casos en un contexto sustentable.


			Esto nos lleva a la consideración del establecimiento del marco regulatorio y la política pública, para lo cual debe tenerse en cuenta simultáneamente la competencia (innovaciones, bajas de precio, posibilidad de elección, variedad de contenidos), las economías de escala (inversión, expansión, desarrollo y a veces posibilidad de subsidiar modalidades no rentables por sí mismas), disposiciones pro-competencia (no “pro-negocios”, que es otra cosa) y una adecuada acción estatal (para promover contenidos alternativos y llevar las redes a lugares o personas en desventaja).


			El punto justo: competencia y escala. En una época estaba de moda condenar “la anarquía” o “la locura” de la competencia como signo de un supuesto capitalismo dispendioso (“nunca habrá telefonía competitiva”, “¿hacen falta realmente cinco canales de TV? “¿dos empresas móviles en una misma área?” “¿no son demasiadas cuatro emisoras de radio en Mendoza, Belo Horizonte o Mazatlán?”).


			Con el tiempo, quedó claro que el “monopolio natural” y “la escasez de frecuencias” eran más bien conceptos ideológicamente construidos por los PTT (entes de correos, telégrafos y teléfonos) europeos, la vieja telefónica estadounidense AT&T o radiodifusores feudales (cada uno beneficiándose en su posición) y no tanto originados en limitaciones tecnológicas per se. Hoy es casi imposible encontrar alguien que no avale, al menos en la teoría, la competencia en el sector (cómo se la busca aplicar después es otro tema).


			Hasta parte de la izquierda latinoamericana (política y académica) pondera ahora, aunque sin admitirlo demasiado, la idea de competencia. Ya no promueven un monopolio estatal, sino que se quejan del tamaño de “empresas hegemónicas” o de “oligopolios” comunicacionales, piden que haya más participantes y operadores para que bajen los precios, así como marcos que les ofrezcan la libertad de desarrollar medios “propios” o alternativos. ¿Coinciden ahora con Adam Smith o siguen la lógica de aprovechar las supuestas contradicciones del sistema?


			Sin embargo, hay actividades de comunicación que no pueden ejercerse como pymes u operaciones artesanales. No todas, por supuesto y tampoco es una situación constante: esto cambia con la evolución de la economía, la tecnología y la propia competencia.


			Pero muchas veces se requieren estructuras grandes para reducir costos que permitan alcances masivos, despliegues importantes de infraestructura o la adopción de tecnologías costosas y complejas. Otras veces deben realizarse inversiones sin perspectivas de recuperación inmediata: es el caso de tecnologías, formatos o contenidos experimentales o bien actividades de I+D. Las economías de escala son cruciales para estos propósitos.


			Dicho esto, no hay duda de que tales economías de escala —muy especialmente en un área como la comunicación— no pueden avanzar al punto de convertirse en concentraciones perjudiciales, es decir, que reduzcan la posibilidad de ingresantes que puedan ofrecer mejores servicios o precios, o que disminuyan la pluralidad de expresión. Ejemplo: cuando un mismo operador posea la totalidad de canales de TV abierta de una región o cuando una única empresa brinda servicio telefónico fijo en una misma zona.


			En estos casos la competencia debe preservarse y también estimularse. Un marco abierto donde siempre pueda haber nuevos ingresantes es la mejor herramienta para cumplir con ese cometido. Pero en algunos casos “duros” y como excepción hay que fomentar la competencia con medidas positivas, como lograr que se venda alguno de esos canales a un nuevo operador o tal vez implantar regulaciones asimétricas de interconexión en una red de comunicaciones que favorezca la aparición de competidores. O bien denegar ciertas fusiones o adquisiciones. Naturalmente, todas estas medidas deben tomarse con arreglo a criterios objetivos y transparentes.


			Pero a su vez, la cosa se complica un poco más cuando se constata que la competencia tampoco puede forzarse artificialmente a un punto que cree estructuras débiles e insustentables y que precisamente no puedan recurrir a economías de escala.


			Por ejemplo, si se regula para que la radio continúe atomizándose ad infinitum en miles de pymes que no puedan crecer, ni operar en red, ni poseer varias emisoras (siempre en un contexto abierto y competitivo), esto augura programación de mala calidad, obsolescencia tecnológica, profesionales mal pagos e incluso hasta una “subutilización” de la libertad de expresión. Otro ejemplo: cuando las ganancias de un canal de TV abierta financian una señal de noticias que de otro modo podría no aparecer; prohibir esa práctica en nombre de impulsar la competencia reducirá finalmente las opciones.


			No es fácil encontrar el “punto justo”. Imponer condiciones asimétricas de interconexión o compartición de redes es una medida útil para promover la competencia en ciertas circunstancias, pero si se va más allá de cierto punto y se perjudica seriamente a la compañía de telecomunicaciones incumbente también se reducirá la inversión en esa misma red principal, se abortará la competencia que se busca lograr y se afectará la seguridad jurídica del sector. No siempre habrá interesados en invertir en una nueva red o mejorar la existente si después otras compañías pueden usufructuarla en forma gratuita o a bajo costo.


			Y también nos iremos al otro extremo si para evitar la atomización de la radio y posibilitar economías de escala se permiten bloques de decenas de emisoras de un mismo licenciatario en una misma ciudad o región (como ocurre en algunos países), con un riesgo para el pluralismo.


			Pero aún el “punto justo” es condicional y provisorio. Con el tiempo, el establecimiento de un gran número de redes paralelas competitivas puede hacer desaparecer el concepto de empresa incumbente. O bien, si se impone la radio por Internet (casi sin barreras de ingreso) la operación de un gran número de emisoras por aire a cargo de un mismo propietario dejará ya de ser un problema en términos de diversidad.


			A esta altura puede decirse que regular a favor de la convergencia y la competencia no es sólo una tarea técnico-jurídica sino un delicado arte. Para que esa misión llegue a buen puerto, no basta con tener en cuenta principios teóricos y desarrollos tecnológicos sino que también debe considerarse el marco político general, así como conocerse profundamente la historia y realidad actual de cada mercado y de sus distintos operadores.


			Marco regulatorio. ¿Es necesario regular las comunicaciones convergentes? Depende de cuáles de sus aspectos o niveles estemos hablando.


			En principio hay dos características que llevan a su regulación. Si se trata de redes físicas deben usarse vías de paso en espacios privados o públicos, lo que implica compatibilizar derechos y obligaciones para distintas partes. Además, la multiplicación de esas redes al punto de generar un mercado plenamente competitivo no siempre se produce o puede resultar insuficiente, lo que también habilita la imposición de ciertas normas. (Es muy difícil que se instale hoy día una red física que duplique en toda su extensión a la red telefónica fija o que la televisión por cable tenga más de dos o tres redes paralelas.)


			La segunda característica aparece en el caso de redes de radiocomunicaciones (inalámbricas) y se relaciona con el espectro radioeléctrico: debe coordinarse el uso de frecuencias para que no haya interferencias entre distintos transmisores, protegerse áreas de cobertura y cumplirse con convenios internacionales. Es inevitable que la determinación de estándares de transmisión, atribución de bandas radioeléctricas o características técnicas de un canal —por ejemplo— sean el fruto de decisiones regulatorias.


			Este tipo de regulaciones son eminentemente técnicas y operacionales, orientadas a un mejor servicio y a posibilitar la variedad de prestadores.


			Por otro lado, las comunicaciones ofrecidas en forma competitiva no deberían considerarse “servicio público” y, por lo tanto, no requieren la regulación de sus precios. Sí puede haber “servicios de interés público” sujetos a algunas normas mínimas de continuidad, calidad y competencia.


			Tampoco deberían existir regulaciones de contenido: no puede haberlas en telecomunicaciones porque significaría vulnerar el secreto de las comunicaciones ni en la radiodifusión/comunicación audiovisual o en espacios abiertos de Internet porque implicaría el establecimiento de la censura previa.


			Sin perjuicio de lo anterior, hay un consenso relativo en radiodifusión según el cual pueden implantarse normas sobre protección al menor, así como exigencias o incentivos razonables sobre producción local sin que esto se considere regulación de contenidos.


			Para los contenidos de Internet regiría el viejo principio: así como no hay delitos de prensa sino delitos cometidos a través de la prensa, tampoco hay delitos de Internet sino delitos que se ejecutan por medio de Internet. Las responsabilidades deben ser siempre ulteriores, de lo contrario se lleva a cabo un acto de censura.


			Se discute intensamente en estos días el tema de la “responsabilidad de los intermediarios” cuando a través de buscadores, plataformas de hosting o proveedores de conectividad de Internet se consuman actos ilegales. Quienes cometen tales delitos —como cualquier persona que incurra en conductas ilícitas—, deben ser sancionados por la Justicia. Estos procesos pueden insumir un largo tiempo.


			Cuando se trate de delitos aberrantes o graves (por ejemplo, pedofilia, o amenazas de muerte que se evalúen serias) y que se consumen parcial o totalmente por contenidos que permanezcan en la red, sean o no identificables sus autores últimos, debe —además— ordenarse en forma inmediata el retiro y/o bloqueo del contenido infractor y el cese/desistimiento de los actos que lo generen. Esas acciones deben ser dispuestas rápidamente por la Justicia (no por un órgano administrativo ni otorgándole esa prerrogativa en forma automática a un presunto afectado) a través de un procedimiento sumario pero con las debidas garantías, tomando intervención de oficio o a petición de parte.


			El intermediario en cuestión (buscador, sitio, OTT, ISP) no debe ser responsabilizado en absoluto de dicho contenido —a menos que incumpla la orden judicial—, ya que así se abre la puerta a la censura “privada” aplicada por ese mismo intermediario o bien a formas varias de la autocensura. Aun así, estos casos son extremadamente delicados.


			Las infracciones a la propiedad intelectual pueden también motivar una serie de medidas, las que corresponden tanto a la esfera penal —para lo cual mucho de lo señalado anteriormente es aplicable— como al ámbito civil. Es un tema demasiado arduo y complejo para profundizarlo aquí. Quizás una guía útil para la acción sea tener en cuenta que si bien los derechos de autor continúan existiendo en Internet, tampoco pueden aplicarse de la misma forma que en el siglo XX: debe haber un margen que permita a usuarios y audiencias compartir y difundir contenidos de terceros.


			En suma, hay regulaciones de muy distinto tipo: algunas mantienen o promueven la competencia y otras la obstaculizan. Algunas se orientan a preservar derechos mientras otras los limitan. Y también existen aquellas que abren cajas de Pandora burocráticas con vida propia que sólo generan trámites o complicaciones inconducentes para operadores, audiencias o consumidores.


			Frente a la convergencia y para lograr un entorno abierto, la regulación debería tender:


			1) a que los segmentos maduros del mercado estén sujetos a competencia dentro de cada uno (dos compañías telefónicas fijas) y —además, o si no es factible lo anterior— que dos segmentos maduros compitan (una compañía telefónica fija y una empresa de cable; o una compañía telefónica fija y varias empresas celulares) y


			2) a establecer un marco de competencia entre los operadores participantes de segmentos y modalidades innovadoras, sin impedir economías de escala naturales, favoreciendo al mismo tiempo que esos innovadores puedan competirle a los segmentos maduros (una compañía telefónica fija contra servicios telefónicos fijos de los cableoperadores o servicios OTT como Skype).


			3) a habilitar siempre, de la manera más expeditiva y automática posible, el ingreso de operadores completamente nuevos que quieran participar y competir en cualquier segmento.


			Por otra parte, las comunicaciones son indispensables en la vida diaria actual para el ejercicio de derechos y obligaciones ciudadanas. Cuentan, asimismo, con una gran capacidad multiplicadora en la generación e impulso de actividades productivas y económicas. Son también el sustrato material sobre el cual se apoyan la democracia y la cultura, por lo cual debe facilitarse y preservarse el acceso a la información y a “bienes simbólicos” en un marco de pluralismo.


			Teniendo en cuenta lo anterior, se trata de posibilitar que las comunicaciones lleguen a sectores sociales en desventaja (para cerrar, por ejemplo, la “brecha digital”) o a zonas geográficas donde no son costeables por operadores comerciales. También deben promoverse contenidos para difundir ideas, opiniones o expresiones artístico-culturales que el mercado no pueda ofrecer por completo.


			Esto se hace a través de los operadores públicos, las ONGs y asociaciones que quieran participar en la comunicación fuera de criterios comerciales y, en ciertos casos, aplicando la exigencia de contraprestaciones razonables a operadores con fines de lucro.


			Sin embargo, tales acciones no deberían matar a la gallina de los huevos de oro: el empuje empresarial que logra el desarrollo, financiación y expansión permanente del core de un sistema competitivo de comunicaciones. En forma excepcional, antiguos monopolios como la BBC (estatal), la vieja telefónica AT&T (privado), la TV sueca (mixta) o la compañía telefónica noruega (estatal) podían en sus épocas brindar buenos servicios u ofrecer libertad de expresión, pero ese esquema ya no sería compatible en el siglo XXI con una democracia y/o con una economía abierta.


			¿Cómo se concilia lo anterior con casos como el de Uruguay, donde una empresa incumbente estatal de telefonía ha logrado prestar servicios generalmente buenos, baratos e instalar fibra óptica directa a la mitad de los domicilios del país? El tema será tratado más adelante en este artículo.


			Libertad, controles y contenidos. De Sola Pool calificó a las tecnologías convergentes como “tecnologías de libertad” pero no porque tuvieran un poder intrínseco para promover esa libertad. A veces pareciera que es así, pero cuando hay un gobierno con la voluntad para coartarlas aplicando la suficiente “fuerza bruta” (tecnológica y política) ese presunto poder desaparece. Basta recordar los grados de control que se ejercen sobre el aparentemente libérrimo Internet en Cuba o China —hoy podría agregarse a Venezuela—, que incluso ha llevado a la detención de disidentes políticos. Y en algunas naciones árabes, también a la persecución de disidentes sociales o religiosos.


			Aunque no exista control en este sentido en Occidente, sí hay grados de monitoreo e intercepción de comunicaciones por parte de agencias de gobierno de naciones democráticas, como han alertado personajes como Edward Snowden o Julian Assange. El hecho no hace más que recordar que la garantía de inviolabilidad de las comunicaciones —importante derecho proclamado por el liberalismo del siglo XIX— siempre ha sido, por desgracia, relativa.


			Más allá de estas circunstancias, para De Sola Pool el desafío era lograr que esas nuevas tecnologías tuvieran la misma (o una equivalente) protección constitucional de la que gozaba la prensa escrita. Eran tecnologías que debían ser de libertad. En el caso de su país, por supuesto, se refería a la famosa Primera Enmienda que protege la “libertad de palabra y de prensa”.


			En apoyo de su tesis, el profesor del MIT citó declaraciones del titular de la Comisión Federal de Comunicaciones en las que planteaba: “Si el contenido de un diario se transmite por teletexto ¿está sujeto a la Primera Enmienda o a las regulaciones de radiodifusión?”. (El teletexto era una forma ya extinguida de insertar datos en señales de TV que se implementó en algunos países y que subsiste en las letras que vemos en los subtítulos close caption.)


			Esas palabras no podían ser más proféticas. Hoy día De Sola Pool se hubiera preguntado: ¿una transmisión de TV lineal en la web o las ofertas de VoD como Netflix deben estar reguladas nacional o internacionalmente como broadcasting? ¿Deben ajustarse al régimen de fomento y protección del cine en el país receptor? ¿O deben enmarcarse dentro del espíritu de tecnología de libertad en el que nació y se desarrolla Internet en los países democráticos, caracterizado por la inexistencia absoluta de regulación de contenidos?


			Seguramente el visionario de la convergencia plantearía que el desafío actual es lograr que la radiodifusión/comunicación audiovisual —dada su creciente abundancia— se pareciera cada vez más al Internet.


			Es decir, en lugar de trasladarse las regulaciones del broadcasting a la web, lo que debería hacerse es transferir el espíritu libertario de la web a la comunicación audiovisual. Podrá haber sin duda excepciones, matices y gradualidades motivadas por distintas causas —que vayan al ritmo de la evolución y penetración de las diferentes tecnologías y las opciones de multiplicidad de contenidos—. Pero nos parece que es el camino a seguir y, por lo tanto, nuestra posición se orienta para ese lado.
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